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Presentación

Este balance del primer año de ejecución del Plan Hambre Cero en Guatemala (PHC) se realiza 
en el marco de la Campaña Vamos al Grano (CVG), una coalición de 28 organizaciones entre 
las cuales figuran organizaciones campesinas, indígenas, de mujeres rurales y centros de inves-

tigación.  El objetivo del estudio es monitorear y analizar el desempeño del PHC –fundamentalmente 
en los componentes dirigidos al fortalecimiento de la economía campesina– por medio de un proceso 
colectivo que fortalezca a las organizaciones participantes en la CVG en sus capacidades de investi-
gación e incidencia de en las políticas públicas.

El PHC inició con muchas expectativas sobre una (nueva) realidad a generar. El objetivo de este 
balance es contrastar el planteamiento teórico y matricial del Plan Hambre Cero con la realidad con-
creta en su ejecución para señalar aciertos, debilidades, correctivos y reorientaciones que podrían 
mejorar la direccionalidad de la inversión pública en aspectos sociales. En ello se pone particular 
atención al componente del PHC de “viabilidad y sostenibilidad”, que recoge algunos programas 
de fomento a la economía campesina y desarrollo social para combatir las causas de la inseguridad 
alimentaria y nutricional.

El desarrollo del informe es producto de un trabajo colectivo: El instrumento para la recolección 
de información se elaboró  a partir de una propuesta hecha por el Colectivo de Estudios Rurales Ixim; 
a esta propuesta se incorporaron las observaciones de la Coordinadora de la Campaña y de las orga-
nizaciones participantes en el Comité Nacional de la Campaña. Adicionalmente se elaboró una guía 
de entrevista e información del ordenamiento legal de Guatemala que facilita demandar información 
a funcionarias/os públicos, autoridades locales y lideresas y líderes de las comunidades. 

Tanto el instrumento como la guía fueron enviados a las organizaciones para realizar las entrevis-
tas y encuestas de campo. Se realizaron 52 entrevistas a autoridades gubernamentales, municipales, 
COCODES, técnicas y técnicos de gobierno y comunitarias y comunitarios.

Agradecemos a las compañeras y los compañeros de la Cooperativa Nuevo Horizonte, Colectiva de 
Mujeres Rurales Rukux Uleu y Comadev, por el apoyo en la recolección de información en el terreno.
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1. Antecedentes y objetivos del  
Plan Hambre Cero

La problemática social en Guatemala es grave: La Encuesta Nacional de Condiciones de Vida 
(ENCOVI 2011) identificó un incremento de 2.7% en la tasa de pobreza respecto del 2006, con 
el 53.71% de la población viviendo en condiciones de pobreza y 13.33% en pobreza extrema. 

En el área rural la situación es más grave con el 71.35% viviendo en condiciones de pobreza y 21.12% 
en extrema pobreza.

La Encuesta de Salud Materno Infantil (ENSMI 2008/2009) identifica una tasa de mortalidad infantil 
de 34 por mil nacidos vivos, la más alta tasa de mortalidad infantil en Centroamérica, lo cual indica 
que en Guatemala cada año aproximadamente 12,500 niñas y niños mueren antes del primer año 
de vida. La misma ENSMI identifica que el 49.8% de niños de 3 a 59 meses padecen de desnutrición 
crónica, y el 58.6% en el área rural, con una tasa de anemia de 47.7% en la niñez y 29.1% en la 
mujer embarazada, lo cual incide en el bajo peso del niño/a al nacer.

En materia de tenencia de la tierra Guatemala tiene uno de los índices de Gini (que mide la 
concentración de un bien, en este caso la tierra), de 0.84, muy cercano a 1 que significaría la con-
centración total. En 2006 el índice de Gini en cuanto a desigualdad de ingreso fue de 0.59, el más 
alto en la región centroamericana.

En ese contexto, y siendo el combate a la desnutrición y el hambre temas prioritarios en la agenda 
internacional de desarrollo, el Gobierno del Partido Patriota, anunció un Pacto denominado “Ham-
bre Cero”. De hecho, de los tres pactos que conforman el programa de gobierno del Partido Patriota: 
Fiscal y de Competitividad; Seguridad, Justicia y Paz; y Hambre Cero, este último es el que mayor 
cobertura mediática ha tenido. Este Pacto fue presentado públicamente por el gobierno en San Juan 
Atitán, Huehuetenango, el 17 de febrero de 2012.  

La operativización del Pacto es el Plan Hambre Cero. El Plan Hambre Cero “constituye en su 
formulación un recorrido desde tiempos del Secretario de la SESAN Andrés Botrán; la estructura 
básica surge en el 2005 y se consolida a partir de las experiencia de los 7 años de aprobada la Ley 
del Sistema de Seguridad Alimentaria y Nutricional”1. El Pacto se plantea como el reconocimiento de 
que solo el gobierno no puede resolver problemas de tal magnitud por lo que “se deben involucrar 
diversos sectores.” Sin embargo, el involucramiento de estos sectores (sector privado y movimientos 
de jóvenes), no ha trascendido más allá de la recaudación de fondos –sin informes de dominio pú-
blico y la utilización de la problemática para promocionar inicialmente a empresas privadas, que 
posteriormente quedaron invisibilizadas.

1	  Entrevista con Luis Enrique Monterroso, Secretario de la SESAN, octubre de 2012.
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De acuerdo con la SESAN, las orientaciones y acciones del Plan Estratégico de Seguridad Alimen-
taria y Nutricional para Occidente (PLANOCC) 2012-2016; el Plan Estratégico en SAN (PESAN) y el 
Programa para la Reducción de la Desnutrición Crónica 2006-2016 (PRDC) están incorporados en el 
PHC. Sin embargo, según analistas, el contenido y aporte de estos planes no se ven suficientemente 
reflejados y retomados, con lo cual se deja de lado aportes anteriores para el combate al hambre y 
la pobreza en Guatemala.2

Dado que un Plan Estratégico es el que orienta acciones según análisis de recursos, condiciones 
y necesidades, cuando en el PHC se sostiene que están incorporadas las acciones de Planes ante-
riormente elaborados porque hay una acción que se llama igual en ambos casos, dejan de lado que 
un Plan estratégico fue diseñado considerando un escenario determinado, lo que luego en el nuevo 
plan ya no es plenamente aprovechado. Una acción estratégica mide la problemática y propone una 
acción. El PHC se echó a andar sin medir plenamente las condiciones de cada lugar, ni las vincula-
ciones institucionales que le podían dar vida.

El Plan Hambre Cero establece los siguientes objetivos3:

a.	 Reducir en 10% la prevalencia de la desnutrición crónica infantil, para finales del 20154, promo-
viendo el desarrollo infantil temprano.

b.	 Prevenir el hambre estacional y reducir la mortalidad en la niñez menor de cinco años, por la 
desnutrición aguda.

c.	 Promover la seguridad alimentaria y nutricional, fundamento del desarrollo integral de toda la 
población guatemalteca.

d.	 Prevenir y atender las emergencias alimentarias, relacionadas con el cambio climático y los de-
sastres naturales.

Y busca dos resultados:

a.	 Reducir el hambre crónica: Reducir en 10% la desnutrición crónica infantil entre 2012 y 
2015.

Esto es lo que se conoce como la “Ventana de los Mil Días”, se dirige a niños y niñas menores de 
2 años, mujeres embarazadas, madres lactantes y mujeres en edad fértil, para trabajar con los 1,000 
días de oportunidad de desarrollo físico y mental que van desde la concepción hasta que el niño o 
niña cumpla dos años. Son 13 acciones a realizar (10 inicialmente) para logar el objetivo.

1.	 Promoción y apoyo de la lactancia materna

2.	 Mejoramiento de la alimentación complementaria a partir de los seis meses de edad

3.	 Mejoramiento de prácticas de higiene incluyendo el lavado de manos

4.	 Suplementación de Vitamina A

5.	 Suplementación de zinc terapéutico en el manejo de la diarrea

6.	 Provisión de micronutrientes en polvo

7.	 Desparasitación y vacunación de niños y niñas

2	 Ricardo Zepeda, “Directriz 5. Instituciones”, en Informe Alternativo del Derecho a la Alimentación en Guatemala, Monitoreo de las 
Directrices Voluntarias para el Derecho a la Alimentación 2012, Colectivo Social por el Derecho a la Alimentación, Guatemala, 
2012. 

3	 El Plan del Pacto Hambre Cero, Gobierno de Guatemala, 2012.
4	 Tomando como referencia los datos de la Encuesta Nacional de Salud Materno Infantil (ENSMI) 2008-2009.
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8.	 Suplementación de hierro y ácido fólico para prevención y/o tratamiento de la anemia en muje-
res embarazadas

9.	 Prevención de la deficiencia de yodo, mediante sal yodada

10.	Fortificación con micronutrientes a los alimentos básicos

11.	Prevención y tratamiento de la desnutrición aguda moderada a nivel comunitario incluyendo 
alimentación suplementaria lista para consumo (ASLC)

12.	Tratamiento oportuno de la desnutrición aguda severa utilizando alimentos terapéuticos  listos 
para consumo (ATLC) en el nivel comunitario y en Centros de Recuperación Nutricional con la 
atención y seguimiento del personal de salud.

13.	Inmunizaciones

b.	 Prevenir y mitigar las muertes por desnutrición aguda, especialmente durante los meses 
más críticos del período anual de hambre estacional.

Para lo cual se contemplan las siguientes acciones:

1.	 Apoyo a la agricultura familiar para aumentar la producción de auto consumo y venta con técni-
cas apropiadas de bajos insumos.

	 (Algunas acciones son: manejo poscosecha para mejorar la calidad de productos excedentarios; 
encadenamientos productivos y comercialización; generación y promoción de empleo digno; 
provisión de asistencia técnica; promover el acceso a la tierra (arrendamiento, compra y regula-
rización de tierras); fomento de la producción de granos básicos; extensionismo agrícola). 

2.	 Establecimiento de un sistema de alerta en Seguridad Alimentaria y Nutricional (SAN) con base 
en redes de vigilancia nutricional incluyendo sitios centinela.

3.	 Red de Protección Social contra Hambre Estacional por medio de un programa de empleo tem-
poral (mano de obra intensiva) y de programas de transferencias monetarias condicionadas y 
asistencia humanitaria.

Para la ejecución del PHC se priorizaron 166 municipios debido a que tienen la más alta prevalencia 
de desnutrición crónica. La desnutrición aguda y el hambre estacional se atenderán fundamentalmente 
en el corredor seco, en un total de 850 comunidades.
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Mapa 1
Municipios priorizados en el Plan Hambre Cero

Fuente: SESAN
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En total, la matriz del PHC contempla 138 intervenciones que incluyen desde agua y saneamiento,  
caminos rurales, empleo rural, fortalecimiento de la economía campesina, promoción de la salud y 
nutrición escolar hasta la reducción del analfabetismo. Prácticamente todas las acciones ya existían 
antes en alguno de los ministerios, secretarías u otras entidades públicas que conforman el PHC, así 
que lo que se hizo finalmente fue sumar las acciones que realiza la institucionalidad pública, adicionar 
los recursos presupuestados e identificarlos como componentes del PHC.

Esta identificación e incorporación fue complicada desde el inicio dado que “incluso los propios 
Ministros no reconocen acciones que ejecutan como vinculadas al PHC, por ejemplo, gestión de 
riesgos y similares vinculados al PHC. Tenemos que ir con cada Ministro, Viceministro, técnicos, 
administrativos y financieros y convencerlos y eso lleva tiempo. También con los Alcaldes y Gober-
nadores, es difícil coordinar las acciones públicas. Y si luego cambian de Ministro la cosa se pone 
peor… Las decisiones pueden tomarse en el Gabinete pero que lo apliquen las unidades financieras 
y de planificación de cada institución es otra cosa.”5

El monto asignado al PHC en octubre de 2012 ascendía a Q 6,214,344,185.90; sin embargo al 
cierre del 2012 éste se fijó finalmente en 4,648,114,544.36,  Q 1,566,229,641.54 menos, por la exclu-
sión de las acciones del INSIVUMEH, CONRED, INE, ICTA, INGUAT, INFOM, CONALFA e INDECA.

Cuadro 1
Integración del presupuesto identificado a nivel nacional que apoya

la seguridad alimentaria y nutricional PHO

Entidades Ejecución (%)

  Ministerios 4,084,580,968.55 92

1 Ministerio de Educación    558,267,849.89 99.6

2 Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social      746,271,666.81 86

3 Ministerio de Trabajo y Previsión Social 2,898,508.83 91

4 Ministerio de Economía  54,607,485.04 93

5 Ministerio de Agricultura, Ganadería y Alimentación 740,235,338.90 91

6 Ministerio de Comunicaciones, Infraestructura y Vivienda 832,996,855.59 94

7 Ministerio de Ambiente y Recursos Naturales 48,916,964.42 95

8 Ministerio de Desarrollo Social  1,100,386,299.07 89

  Secretarías 563,533,575.81 91

9 Secretaría de Coordinación Ejecutiva de la Presidencia 42,821,670.22 96

10 Fondo Nacional para la Paz 275,396,129.30 71

11 Secretaría de Bienestar Social de la Presidencia 107,713,855.89 93

12 Secretaría de Obras Sociales de la Esposa del Presidente 100,071,029.92 98
13 Secretaría de Seguridad Alimentaria y Nutricional 37,530,890.48 99

  TOTAL 4,648,114,544.36 

5	  Entrevista con Luis Enrique Monterroso, Secretario SESAN, octubre de 2012.

Fuente: SESAN.
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El presupuesto asignado para el PHC para el 2013, asciende a Q 5,278 millones.

El compromiso político asumido en la toma de posesión de Otto Pérez Molina, de convocar al 
PHC generó expectativas acerca de una posible reorientación de la política pública en materia alimen-
taria. Sin embargo, la utilización del tema de forma mediática, no implicó un cambio fundamental 
en la orientación de las acciones estatales. En lo fundamental se mantuvieron los mismos enfoques y 
orientaciones, con la variante de focalizarse en las poblaciones con mayores rezagos. Sin embargo, 
se mantienen las mismas limitantes institucionales: escasez de personal, reducción de recursos y 
limitada participación social.

En el siguiente apartado analizamos los programas que sustentan los dos resultados que busca 
el PHC: (1) La Ventana de los Mil Días; y (2) los programas más importantes de fortalecimiento de la 
economía campesina:

2. La Ventana de los Mil Días

Se basa en la  iniciativa Scalling Up Nutrition, Iniciativa SUN, la cual se planteó para Guatemala por 
el Sistema de Naciones Unidas desde la administración de Álvaro Colom, sin embargo no logró el 
apoyo gubernamental para su ejecución adecuada, fundamentalmente por falta de apoyo financiero. 

Hay antecedentes en otros países de que aplicando adecuadamente la Ventana de Oportunidad 
de los Mil Días, se puede reducir la desnutrición. Ese se plantea como el objetivo central del PHC.

Perú. En 2005 el porcentaje de menores de cinco años con desnutrición crónica 
era de 22.9%, para 2010 descendió a 17.9% con el desarrollo de una estrategia 
nacional de intervenciones bajo el liderazgo político del Gobierno.

Tailandia. Se redujo la desnutrición crónica de 25% en 1986, a 15% en 1995 
con un programa intensivo de monitoreo mediante voluntariados locales.

 Tanzania. La acción del Estado redujo la desnutrición del 50% en 1970 a 30% 
en los años noventa mediante la estrategia de UNICEF conocida como triple A.

Fuente: Bancada legislativa UNE.
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El PHC fundamentalmente se dirige a niños y niñas menores de 2 años, las mujeres embarazadas, 
madres lactantes y mujeres en edad fértil, para trabajar con los 1,000 días de oportunidad de desa-
rrollo físico y mental que van desde la concepción hasta que el niño o niña cumpla dos años, busca 
potenciar el aprovechamiento y desarrollo de su potencial físico y cerebral durante la gestación y los 
dos primeros años de vida, “La seguridad alimentaria va más allá y luego incluso vendría el desarrollo 
rural…  cambios estructurales en la tenencia de la tierra… pero eso ya es otra cosa… eso ya no lo 
contempla mucho el Plan”6. 

La SESAN plantea que es posible alcanzar la meta de reducir en 10% la desnutrición crónica, y 
que en los próximos 10 años podría ser reducida a 24%. Para esto es necesario, sostienen, “fortalecer 
la acción del Estado en las áreas rurales”.

De fondo, las intervenciones que plantea la Ventana de los Mil Días no tienen mucho de novedo-
so, dado que son intervenciones que siempre ha hecho el MSPAS. La única diferencia es que ahora 
“deben ser focalizadas ciertas zonas especialmente pobres y vulnerables y concentrar ahí la acción 
de Estado.”7 

La atención a la desnutrición actualmente evidencia una situación de deficiencias institucionales, 
improvisación y recortes presupuestarios. El gobierno propone como forma para atender mejor los 
problemas de salud el “Fortalecimiento del Primer Nivel de Atención, una estrategia segura para la 
universalización de la salud y el cumplimiento del Plan Hambre Cero.” Esto se operativiza en el Pro-
grama de Extensión de Cobertura (PEC) que desarrolla tres funciones: Provisión de servicios básicos 
de salud y nutrición, Promoción de lactancia materna y alimentación complementaria y Educación 
alimentaria-nutricional. Es un programa que debe comenzar a ser ejecutado en el 2013 por lo que 
no aún no hay indicadores para la medición de su desempeño.

A lo largo del 2012 hubo varias denuncias –de la bancada de la UNE, por ejemplo– de transferen-
cias de recursos asignados al PHC para otros fines. Como solución a esta situación el artículo 17 del 
Decreto 30-2012 Ley del Presupuesto de Ingresos y Egresos del Estado plantea que “el MSPAS deberá 
crear la estructura presupuestaria respectiva que contemple las siguientes intervenciones: promoción 
de lactancia materna, alimentación complementaria, mejoramiento de prácticas de higiene inclu-
yendo el lavado de manos, provisión de vitamina A, provisión de zinc terapéutico con el manejo de 
la diarrea, micronutrientes en polvo, desparasitación de niños y niñas, suplemento de hierro y ácido 
fólico de embarazadas contra la anemia, fortificación de alimentos básicos con hierro, prevención 
y tratamiento de la desnutrición aguda moderada a nivel comunitario con seguimiento de salud y 
alimentos terapéuticos listos para consumo y tratamiento de la desnutrición aguda severa en centros 
de recuperación nutricional.“ Con esto se buscaría garantizar la ejecución de la Ventana de los Mil 
Días, algo que no sucedió en el 2012.

Para el 2012 el presupuesto del PEC ascendió a Q 223 millones, que representa solamente el 5% 
del presupuesto del MSPAS.

Como consecuencia de lo anterior y de la poca efectividad de la aplicación de la Ventana de los 
Mil Días, los casos de desnutrición aguda se han incrementado, en comparación con el año anterior. 
Según datos del Centro Nacional de Epidemiología del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social, 
en el 2012 murieron 175 niñas y niños por desnutrición, lo cual es un retroceso considerándose la 
tendencia que se venía generando en años anteriores: 236 en 2007; 193 en 2008; 160 en 2009; 105 
en 2010; 125 en 2011. Además, los casos de desnutrición aguda en menores de cinco años fueron 
13,513, un incremento respecto del 2012 cuando se presentaron 10,996 casos8.

6	  Entrevista con Luis Enrique Monterroso, Secretario de la SESAN, octubre de 2012.
7	  Entrevista con Tamara Obispo, Directora del Sistema Integral de Atención en Salud (SIAS), enero de 2013.
8	  Datos del Centro Nacional de Epidemiología del Ministerio de Salud Pública y Asistencia Social.
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Gráfica 1
Cantidad de niñas y niños muertos por desnutrición aguda en Guatemala

2007-2012

			 

3. Programas de apoyo estructural  
(socio-productivo) a las economías rurales

3.1 Mi Bono Seguro

“Mi Bono Seguro” es el nuevo nombre que el actual Gobierno colocó  al programa de transferencias 
monetarias condicionadas (TMC), anterior “Mi Familia Progresa”. Este programa, anteriormente un 
programa presidencial, fue transferido al recién creado Ministerio de Desarrollo Social (MIDES).

 “Mi Bono Seguro” forma parte del PHC, donde se encuentra entre los componentes directos, con-
cretamente en  “Atención a población vulnerable a la inseguridad alimentaria” (SESAN, mayo 2012).

Descripción del programa

“Mi Bono Seguro”  consiste de un bono de Q. 150 de salud (para niños y niñas de 0 a 6 años) y un 
bono de Q. 150 de educación (para niñas y jóvenes de 6 a 15 años) que recibe la madre si ella y sus 
hijas e hijos cumplen con las co-responsabilidades que contempla el programa. Estas co-responsa-
bilidades se refieren a:

-	 Inscripción y asistencia de niñas y niños en la Primaria (el beneficio del bono termina al concluir 
la primaria o, en su defecto, a los 15 años)

-	 Asistencia a chequeos médicos para las niñas y niños menores de 6 años (se atiende en las co-
munidades o en comunidades o pueblos cercanos)

-	 Asistencia a capacitaciones que el programa impulsa

Fuente: Elaboración propia con información del CNE.
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A diferencia del gobierno de la UNE, que contempló la transferencia en salud para la edad de 0 
a 15 años, ahora se limitó este bono a la edad de 0 a 6, dado que es ésta la edad en la que se suelen 
realizar los chequeos médicos para monitorear el adecuado crecimiento y peso de niñas y niños. Para 
los niños y niñas de 6 a 15 años ya no se transfiere el bono de salud. Si bien tiene una justificación 
técnica comprensible (y es que la co-responsabilidad de salud entre 6 y 15 años no se puede verifi-
car, dado que no existen chequeos médicos regulares más allá de los 5 años), trae el inconveniente 
a aquellas familias que solo tienen hijos e hijas en edad escolar, de ver reducido el bono de Q. 300 
a Q. 150 al mes.

Los Q. 300 que inicialmente se transfería a las madres por salud y educación, constituía en el 
año 2008, cuando inició el programa, un 20 por ciento del salario mínimo. Este 20 por ciento es un 
monto definido técnicamente como óptimo (ver Banco Mundial 2009), en tanto constituye un aporte 
significativo a las familias (extremadamente) pobres, pero no desincentiva la búsqueda de trabajo. 
La combinación de la falta de ajustes inflacionarios y el hecho que se elimine la mitad del bono a 
la mayoría de las familias (todas aquellas que solo tienen niñas o niños de 6 a 15 años), amenaza 
técnicamente los fundamentos del programa, pues en lugar del 20 por ciento del salario minimo, 
actualmente alcanza el 7 por ciento. 

Gráfica 2
Relación de las transferencias condicionadas respecto del salario mínimo

Focalización

De acuerdo con los postulados de la política social neoliberal, el programa busca focalizar en la po-
blación más pobre. Inicialmente la focalización se planteó en términos territoriales (municipios más 
pobres) y en términos de hogar. Sin embargo, desde el año 2011 el programa funciona en 307 de los 
333 municipios de Guatemala, es decir, la cobertura territorial es casi completa (y no responde a los 
mismos criterios de focalización que el PHC). A nivel de hogar el programa anterior de la UNE terminó 
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con 871 mil familias. Después de una depuración de las usuarias9 realizada por “Mi Bono Seguro” 
quedó un padrón de 757,756 familias, de las cuales alrededor de 620 mil recibieron transferencias en 
el año 2012. Quienes forman parte del padrón, pero no fueron incluidas en los pagos, no cumplieron 
con las co-resposabilidades. Sin embargo, al cumplir tienen que ser consideradas.10

La depuración de las usuarias se dio (1) eliminando las familias que contaban con negocios u otros 
ingresos relevantes y no necesitaban el bono. Para determinar las necesidades, se volvió a correr el 
proxy means test, un instrumento de medición de pobreza, sobre los mismos censos realizados en el 
gobierno anterior, (2) eliminando el bono de salud para niños y niñas entre 6 y 15 años (lo cual im-
plicó la salida de las familias que únicamente habían cumplido con la co-responsabilidad de salud), 
(3) eliminando familias que se detectaron poseer cuentas bancarias con montos mayores.

A pesar de esta depuración que supuestamente llevó a una mejor focalización, en las comunida-
des se sigue percibiendo la selección poco apropiada: Todos y todas las entrevistadas hablan de una 
mala selección, o, mínimamente que quedaron fuera muchas mujeres con las mayores necesidades; 
y que la expulsión de señoras el programa responde a criterios políticos. “Según las señoras fueron 
excluidas porque participaron en otros partidos políticos” (OMM Chisec); “fueron expulsadas por 
política” (Consejal Chisec); “no han hecho el censo y algunas señoras fueron retiradas” (OMM San 
Cristóbal Verapaz); “dejaron fuera a señoras que no hablan español” (COCODE de una comunidad 
de Sta. Cruz Verapaz); “la selección es mala, a veces es por política que califican” (usuaria San Juan 
Chamelco); “la selección es mala, se da por grupos políticos” (ciudadano de San Juan Chamelco); “no 
tiene cobertura en los lugares muy retirados” (ciudadano de San Juan Chamelco). Incluso la delegada 
del MINDES (San Juan Chamelco) constata: “No beneficia a todas las que tienen mucha necesidad”.

Periodicidad del pago

Inicialmente el programa contemplaba un pago bimensual, es decir una entrega de dos mensualidades 
cada dos meses. Conforme iba ampliándose la cobertura del programa, sin aumentos equivalentes del 
presupuesto asignado al mismo, se iba perdiendo la periodicidad. Eso repercutió en pagos extrema-
damente irregulares al final de la gestión de la UNE, que terminaban desvirtuando los objetivos de las 
transferencias condicionadas. Ya no se sabía en qué momento iban a llegar, por lo cual se convirtieron 
en una especie de “suerte” y fueron percibidos como un acto de caridad en lugar de un programa de 
protección social genuino basado en derechos (ver Gauster et al. 2011). 

Este problema de la periodicidad del pago no se ha resuelto. Si bien la bancarización del programa 
ha progresado (se abrieron cuentas para todas las usuarias y se deposita el bono en esas cuentas) y 
facilitado la entrega de las transferencias, aún no se cuenta con una programación de las entregas. El 
aviso pocos días antes muestra improvisación en el pago. El presupuesto no ha sido suficiente para 
pagar 12 mensualidades a cada usuaria. El año pasado (2012) se logró el pago de 6 mensualidades 
(4 en un depósito y 2 en otro según el asesor de MBS, mientras en las comunidades hablan de solo 
un pago – de 4 mensualidades - percibido). Para este año 2013 se prevé posibilidades similares. El 
presupuesto asignado de alrededor de Q 1.2 mil millones no alcanza para más de 6 a 8 mensualida-
des por usuaria.

Haciendo el cálculo anual implica que el monto percibido por la mayoría de las usuarias ha bajado 
del 20 por ciento del salario mínimo en 2008 (entrega de Q 300 * 12 meses con un salario mínimo de 
Q 1,500) al 3.6 por ciento en 2012 (entrega de Q 150 * 6 meses con un salario mínimo de Q 2078). 

9	 El cambio de la denominación de las participantes en el programa de “beneficiarias” a “usuarias” es un aspecto importante en 
términos de cómo se concibe la población meta, y constituye un primer paso para superar 

10	 Entrevista con Gustavo Cancinos, Encargado del Programa Mi Bono Seguro, MINDES.
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Las implicaciones para el impacto del programa y sus objetivos son obvias. En consecuencia, además 
de hacer efectivos los pagos, es conveniente indexar el monto otorgado mensual según la variación 
de algún indicador como el salario mínimo o el Costo de la Canasta Básica Alimentaria.

Cuadro 2
Relación entre transferencias y salario mínimo, a base anual

Año Monto entregado por usuaria 
(mayoría de usuarias)

Número de 
mensualidades

Salario 
mínimo (SM)

Porcentaje del 
pago sobre el 
salario mínimo

2008 Q 300 12 Q 1500 20

2012 Q 150   6 Q 2078      3.6

    Fuente: Cálculo propio con base en datos del Ministerio de Trabajo, “Mi Familia Progresa” y “Mi Bono Seguro”.

Información sobre el programa

Es ampliamente documentado que la información a la comunidad, sobre un programa implementado 
en la misma, es clave para su éxito y constituye la base de principios frecuentemente mencionados 
como la transparencia, la participación o el empoderamiento. La falta de información a su vez no solo 
significa que la población no puede participar de manera adecuada, sino que se generan rumores y 
malentendidos, que pueden repercutir en conflictos comunitarios y por tanto destruir uno de los pocos 
“capitales”, con los que cuentan las comunidades: el capital social.

A pesar de que el Primer Informe de Gobierno (enero 2013) habla de la “institucionalización de 
los programas sociales con transparencia” (p.21), la falta de información sigue siendo un problema 
fundamental del programa de transferencias condicionadas. En cuanto a la información sobre los 
criterios de selección de las usuarias, ninguna de las personas entrevistadas en las comunidades men-
ciona conocer esos criterios. De hecho, como se mencionó anteriormente, varias personas perciben 
la selección sesgada por criterios políticos partidarios. 

En cuanto a la información sobre los montos pagados a cada familia existe la misma incertidumbre. 
Ninguna de las personas entrevistadas sabe con certeza cómo se definen los montos y en muchos casos 
existe desinformación: “Dicen que es por hijo” (técnica de la municipalidad de San Pedro Carchá); “es 
por cantidad de hijos que reciben educación y atención médica” (Alcalde San Pedro Carchá); “dicen 
que se les descuenta Q 100 por cada vez que reciben” (Técnico organización comunitaria San Pedro 
Carchá); “están inconformes con la cantidad, no saben de lo que reciben” (OMM Sta. Cruz Verapaz). 

También es evidente la falta de información sobre la periodicidad del pago: sólo unos días antes 
del pago se les informa que recibirán el mismo, hasta ese momento, por la falta de programación, la 
fecha de pago es incierta.

Finalmente no hay claridad sobre si la responsabilidad del programa recae en la Municipalidad 
o en el Gobierno y se observan irregularidades para favorecer al Gobierno actual, inclusive “cobros 
a los beneficiarios” (Alcalde San Pedro Carchá).
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Producto de todo ello en varias comunidades se reportan conflictos como:11 “Roces entre no 
beneficiadas y beneficiadas” (comunitario de San Juan Chamelco); “insultos, discriminación, violen-
cia” (OMM Chisec); “amenazas de muerte, los encargados por ser amigos incluyeron a las familias 
no necesitadas” (Comité de Mujeres, Sta. Cruz Verapaz); “problemas políticos” (comunitaria San 
Juan Chamelco); “roces entre señoras y autoridades de cada comunidad” (delegada MIDES San Juan 
Chamelco). 

Notas de prensa también hacen eco del descontento por la exclusión de usuarias: “Un grupo de 
vecinas de Nahualá, Sololá… afirman que no han sido incluidas en el programa Mi Bono Seguro y 
que solo las personas allegadas al partido de gobierno han sido beneficiadas”.12

Participación comunitaria 

Los principios básicos en un programa de desarrollo se refieren a la participación. Sin embargo, la 
participación tiene muchos matices. Puede (y debe) referirse a la participación estratégica en los pro-
gramas (planificación, monitoreo, evaluación), pero los programas sociales de corte neoliberal suelen 
reducir la participación a un componente meramente operativo que consiste en cumplir con las así 
denominadas co-responsabilidades. En el caso de “Mi Bono Seguro” significa: velar porque hijas e 
hijos asistan a la escuela, llevarlos a los chequeos médicos, atender capacitaciones de forma obligato-
ria y realizar diversas tareas concretas (por ejemplo, limpiar la escuela o las calles de la comunidad). 

En “Mi Bono Seguro” son únicamente las mujeres en las que recae el peso del cumplimiento de 
co-responsabilidades. Mientras el programa lo presentan como un logro – “la política social adopta 
un enfoque y una atención diferenciada a la mujer como sujeto de derecho....asignándole un papel 
central como agente de cambio...” (Informe Primer Año del Gobierno Enero 2013) –, el hecho de 
que son tareas que consumen mucho tiempo, pero generan pocas capacidades y poder, deja no solo 
el interrogante si eso puede denominarse “participación”, sino además, si contribuye a superar las 
causas que determinan la desigualdad entre hombres y mujeres, es decir, las relaciones de poder 
intrafamiliar e intracomunitaria. 

Complementariedad con políticas sociales de oferta

Las transferencias condicionadas tienen como objetivo fortalecer la demanda hacia los servicios so-
ciales, educación y salud. Es una característica principal de la política social neoliberal el no enfocar 
en el fortalecimiento de la oferta (calidad y cobertura de los servicios y establecimientos), sino apostar 
a una mayor demanda. 

En caso de las transferencias condicionadas, que absorben muchos recursos, desde el inicio se 
presentaron problemas de calidad del servicio ofrecido, dado que los mismos recursos anteriormente 
invertidos en la oferta, ahora se dirigían a fortalecer la demanda. De esa manera la oferta fue rebasada 
por la demanda, pues el aumento en la demanda no ha ido de la mano con mejoramiento de oferta 
como materiales educativos, aulas más grandes, contratación de más maestros, dotación de más insu-
mos médicos, etcétera. Es un problema que se ha perpetuado en el primer año del actual gobierno y 
persistirá hasta que se desarrolle una estrategia de política social coherente y basada en evidencias.13

11	 A continuación se apuntan algunas de las respuestas a la pregunta: ¿existen conflictos en las comunidades a partir de la selec-
ción y la operación del programa? Queda pendiente para futuras investigaciones la profundización sobre las causas, manifesta-
ciones y repercusiones de los conflictos mencionados.

12	 Mujeres exigen Bono Seguro. Turba casa destrozos en comuna, Prensa Libre, 24/10/12.
13	 Actualmente se basa en un supuesto, y es que el fortalecimiento de la demanda trae mejores resultados que el fortalecimiento de 

la oferta. Sin embargo, este supuesto no tiene base empírica.
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Fortalezas y debilidades

Aspectos positivos de “Mi Bono Seguro” se pueden considerar la institucionalización del programa 
en el marco del Ministerio de Desarrollo Social y la bancarización del 100 por ciento de usuarias, 
que facilita la transferencia efectiva de los recursos.

Sin embargo, persisten muchos problemas vinculados con la selección de las usuarias, percibida 
como arbitraria; la falta de periodicidad del pago, que socava las bases y supuestos técnicos del pro-
grama; y la información transparente, como base de una participación auténtica en el programa. Así es 
que en este momento las transferencias no superan la aplicación de los principios propios a la política 
social neoliberal (ver Molyneux 2008): focalización (en lugar de universalización, lo que daría a las 
transferencias la calidad de derecho), co-responsabilidades (generalmente en la parte operativa del 
programa), participación operativa (una comprensión de la participación como un aporte de tiempo 
y de trabajo – generalmente de las mujeres-, no un aporte de criterio, conocimiento y experiencia) y 
un enfoque en la demanda.

Una denuncia cada vez más recurrente es la necesidad de mostrar facturas de las compras hechas 
con las TMC, como requisito para el próximo desembolso. Esto es contradictorio con el objetivo de 
dinamizar y fortalecer las economías locales: “Aquí ahora piden facturas por los gastos… ahora tene-
mos que ir al pueblo a comprar” (Lideresa de Sololá); “Con eso de las facturas ahora hay que comprar 
en Walmart, Paiz, La Torre o la Despensa. A la tienda del barrio o de la comunidad no le llega nada” 
(Dirigente campesino de la Costa Sur).

3.2. Programa de Distribución de Fertilizantes – “Mi Cosecha Segura”

El Programa de Distribución de Fertilizantes tiene como fin proveer fertilizantes subsidiados a cam-
pesinos y campesinas en condición de subsistencia e infra subsistencia para bajar sus costos de pro-
ducción de granos básicos y aportar de esta manera a la seguridad alimentaria de las familias rurales 
empobrecidas. Inició con donaciones de la cooperación japonesa en 1993 y se institucionalizó bajo 
el Gobierno del FRG (2000-2004) en el MAGA (CIEN/USAID, 2003). En los últimos años ha sido 
administrado por el Fondo Nacional de Desarrollo (creado en 2006 como un Fideicomiso dentro del 
MAGA). Como casi todos los programas gubernamentales, inició este ciclo administrativo con un 
nuevo nombre: “Mi cosecha segura”.

Desde el inicio del programa ha habido diversos mecanismos de distribución (físicamente o en 
forma de cupones), focalización (municipios priorizados o aplicación territorial universal) y subsidio 
(entrega de cupón o precio menor respecto al de mercado). El año 2012 se dio un aumento signifi-
cativo al presupuesto (subió de Q 155 millones en 2010 a Q 450 millones en 2012), lo cual permitió 
un subsidio mayor para una mayor cobertura.
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Cuadro 3
Modalidades del Programa de Distribución de Fertilizante

Características FRG GANA UNE PP

Distribución Física (10 sacos, 
luego 4)

Física (2 
sacos) Cupones Física (2 sacos)

Focalización 102 municipios 
más vulnerables

Universal (331 
municipios) Universal Universal

Subsidio

Q. 60/saco de 
urea; Q. 50/saco 
de triple 15; Q. 43 
por saco 20-20; 
Q. 15 por saco de 
abono orgánico 
(2003)

Q. 70 por 
saco de 
fertilizante 
químico; ya 
no aplica 
abono 
orgánico

Cupones de  
Q. 210 (2009) o  
de Q 95 (2010) para 
canjear en puestos 
de distribución de 
fertilizante químico; 
no aplica abono 
orgánico

El usuario 
únicamente paga 
Q. 25/saco, lo 
cual significa 
un subsidio 
alrededor de Q 
210/saco (Q 420 
por usuario)

Fuente: USAID/CIEN 2003; Gauster et al. 2011; artículos de prensa

Según el informe del Primer Año de Gobierno, el Programa atendió 924,237 campesinos con dos 
sacos cada uno, en los 334 municipios del país. Los fertilizantes fueron comprados a dos empresas 
(MAYAFERT y TIGSA), quienes debían llevar el producto a las bodegas municipales, desde las cuales 
fueron distribuidos. Los campesinos y campesinas debían depositar Q 25 por saco (en total Q 50) 
en el BANRURAL, con lo cual podían acceder a dos sacos de fertilizantes químicos de su elección. 
Como en años anteriores, para la selección adecuada se previó la creación de Juntas Municipales de 
Transparencia, que se conformaba por COCODES, COMUDES, y representantes del MAGA.

El Programa de Fertilizantes desde sus inicios ha sido criticado por su manejo partidario, clientelar, 
falto de transparencia, atraso en la entrega, y poco impacto (particularmente analizando la relación 
costo-beneficio). En el año 2012, probablemente por la misma forma compulsiva de expansión del 
programa14, se reportaron más problemas que nunca en su ejecución, algunos de los cuales incluso 
repercutieron en la destitución del Director del FONADES15. Entre los problemas detectados y de-
nunciados se encuentran:

Selección de “beneficiarios”:16

La focalización del programa no es fácil de comprender. Hay una universalización territorial, pero 
una focalización en los hogares.  No está claro de qué forma se focaliza. El número de beneficiarios 
por municipios no tiene relación con su población (observando Alta Verapaz, por ejemplo, 18,831 en 
San Pedro Carchá, pero solo 4,500 en Chisec),17 ni se basó la selección en la situación socio-económica 
de las familias, sino en listas anteriores que las Juntas de Transparencia municipales debían depurar.

14	 Llama la atención el número de beneficiarios, pues el mismo Programa de Agricultura Familiar para el Fortalecimiento de la Eco-
nomía Campesina (PAFEC) habla de una población objetivo de 790 mil hogares rurales de vocación agropecuaria en condición 
de infra subsistencia, subsistencia y excedentarios, mientras el Programa de Fertilizantes benefició a 925 mil.

15	 elPeriódico 09/08/12.
16	 En este programa las personas que acceden al fertilizante siguen denominándose “beneficiarios”, lo cual le da una connotación 

caritativa a un programa que supuestamente aporta al cumplimiento de los derechos humanos de las familias (en este caso, por 
ejemplo, al Derecho Humano a la Alimentación). 

17	 Análisis sobre información proporcionada por FONADES.
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No hay conocimiento en la población ni en los técnicos y técnicas municipales bajo qué criterio 
se da la selección de los usuarios para este programa.18 Muchas de las personas consideran que no 
son los más necesitados quienes recibieron el producto: “Se benefician los que tienen capacidad de 
comprar” (OMM Santa. Cruz Verapaz); [No son los más necesitados] “porque algunos sí tienen cómo 
pasar el día” (TSM municipalidad San Pedro Carchá); “la mayoría que recibieron no son agricultores” 
(COCODE, Santa Cruz Verepaz). Incluso se señala un sesgo a favor de grandes productores. “Solo 
para quienes tienen terrenos grandes” (San Juan Chamelco, comunidad Chimox); “fueron nada más 
los finqueros” (Concejal 4 Chisec).

Las denuncias de clientelismo que desde su creación han acompañado al programa, han sido 
particularmente fuertes el año pasado. Según información de prensa, varias personas entrevistadas 
señalaron: “No es justo que se le venda el producto a la gente del Partido Patriota, y a otros no. Este 
año se nos va a perder lo poco que sembramos” (Luvia Rosales, aldea Miramundo). “Yo no pertenezco 
a ningún partido político y siempre había tenido la oportunidad de comprarlo, pero veo que este año 
nos engañaron, porque solo a la gente del Partido Patriota se lo da” (comunitaria). “Nos hemos ente-
rado de la existencia de otros listados en donde muchos campesinos de escasos recursos quedaremos 
fuera, pues la ayuda se está politizando” (Mario Salvador, San José Chirijuyú).19

Las entrevistas realizadas para este estudio van en la misma dirección: “Ha habido conflictos, por-
que el gobierno siempre trabaja por política” (usuario San Juan Chamelco); “todo es política” (OMM 
Sta. Cruz Verapaz). Un técnico en organización comunitaria de San Pedro Carchá relata que solo una 
parte de los fertilizantes (para 7,000 usuarios) fue entregada por la municipalidad, por la vía ordinaria, 
y que la otra para (alrededor de 11,000 usuarios) la manejó el diputado distrital del Partido Patriota.

A pesar del número grande de usuarios, todos los entrevistados señalan que no alcanzó para muchas 
familias con necesidad, posiblemente por las mismas irregularidades descritas. En consecuencia ha 
habido inconformidad y conflictos. “Sí [hubo conflicto], porque no se dan abasto con el fertilizante” 
(Concejal 4 Chisec); “siempre hay inconformidades porque no alcanza el producto” (Alcalde Muni-
cipal San Pedro Carchá); “sí, ha habido incoformidad” (campesina Nuevo Horizonte); “hay conflictos 
porque la entrega no está a cargo del alcalde, sino de las asociaciones” (OMM Chisec); “sí [hubo 
conflicto], por no haber incluido a todos por la depuración” (Presidente COCODE, Nuevo Horizonte).

Problemas en la integración de las Juntas Municipales de Transparencia

Estas Juntas cuya función es garantizar la transparencia del proceso, enfrentaron muchas dificultades 
en su integración. De hecho en algunos casos no se lograron conformar. En otros casos denunciaron 
que no tuvieron tiempo para ver los listados y de esa cuenta cumplir con su función de garantizar la 
transparencia.

Puntualidad en la entrega

La entrega tarde ha sido otra crítica constante hacia el programa, que tampoco se pudo mejorar este 
año. Primero se dio una adjudicación sin licitación a las mismas tres empresas de años anteriores (y 
que son las empresas que concentran la distribución del fertilizante en Guatemala: MAYAFERT, TIGSA 
y DISAGRO) para garantizar la entrega puntual en abril. La adjudicación se dio con alguna polémica, 

18	 No se pudieron conseguir los datos de usuarios por género, pero según información en las entrevistas, casi exclusivamente fue-
ron entregados a hombres. Por tanto hablamos de usuarios.

19	 Prensa Libre, 19/06/12
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pues en un momento una de las tres empresas (DISAGRO) se retiró, denunciando que a pesar de haber 
ofrecido el precio más bajo, se les dejó fuera.20

Finalmente, a mediados de junio, el Ministro de Agricultura Efraín Medina tuvo que reconocer 
“bajo juramento” que solo se había completado la entrega del 30 por ciento de los fertilizantes.21

Esta entrega tardía se debió a varios factores. Por un lado, llegó tarde el producto a los municipios, 
por el otro se quedó embodegado. Hubo muchas denuncias que había sacos de fertilizante que se 
estaban echando a perder en bodegas bajo el resguardo del personal del FONADES, quienes no die-
ron explicación alguna acerca del por qué no se entregaba a la población. Esto llevó a amenazar la 
calidad del fertilizante, pues el abono pierde sus propiedades al estar almacenado por mucho tiempo, 
y después ya no tiene igual efecto, según entrevistado en prensa. 22

Adicionalmente se  presentaron robos y saqueos en varios municipios: Solo entre junio y agosto, 
se reportó el robo de más de 15 mil sacos de fertilizantes.23 Esos robos, en los que se observó que 
grandes camiones se llevaban el producto, quedaron impunes. En Cahabón 9,000 sacos de fertilizantes 
fueron “recuperados” por  la población directamente de las bodegas de distribución.24

Procedimiento para acceder al fertilizante

En Sololá, 83 comunidades acordaron rechazar el procedimiento de asignación y entrega de fertili-
zantes, por considerarlo engorroso, con exceso de requisitos y dificultad para el pago. La principal 
dificultad consistió en el depósito bancario de Q 25 por saco. Los bancos presentaron largas colas y 
no tuvieron la capacidad de atender a los beneficiarios en un día.25 La pérdida de un día de trabajo o 
más, junto con la comida y los gastos de transporte, hacen significativo el gasto vinculado al acceso 
al programa, que reduce el impacto del mismo.

Calidad del fertilizante

A pesar de que la Política Nacional de Desarrollo Rural Integral (PNDRI), la cual mantiene formalmen-
te su vigencia bajo este nuevo Gobierno, enfatiza en la distribución de abonos orgánicos, al menos 
como una opción, siguió manejándose exclusivamente fertilizante químico – y del mismo solo tres 
fórmulas: 15-15-15, 20-20-0, y urea 46. Dada la diversidad de suelos en el país, las mejores opciones 
de aplicación de abono van más allá de alguna de las tres fórmulas principales. Adicionalmente ha 
seguido la práctica de vender sacos con menor intensidad de materia prima que la anunciada. “No 
siempre se entregó el indicado, se entregó sulfato en lugar de urea y triple 15” (Presidente COCODE 
Nuevo Horizonte). En consecuencia en muchas regiones del país el impacto se ve limitado.

Impacto del programa

El programa de Distribución de Fertilizante es caro, pero el beneficio individual es poco. Si bien en 
el 2012 la parte de subsidio era más alta que en años anteriores (alrededor de Q 420/usuario), el pro-
cedimiento engorroso, la entrega tardía y la calidad del producto afectaron su impacto. Nuevamente 

20	 Siglo XXI, 24/04/12.
21	 Prensa Libre, 12/06/12.
22	 Prensa Libre, 17/06/12 y 19/06/12.
23	 Prensa Libre 15/11/2012.
24	 Otto Pérez Molina informa que turba de mil personas robó fertilizante en Cahabón, Emisoras Unidas, 31/07/12.
25	 Prensa Libre, 17/06/12.
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se dieron casos de re-venta del producto: “Sí, cada cupón [fue vendido] a 100 quetzales” (Presidenta 
del Comité de Mujeres Sta. Cruz Verapaz).

A raíz de todos los problemas enfrentados, el ahora Ex-Ministro del MAGA Efraín Medina entregó 
una propuesta al Ejecutivo, que contempla nuevos criterios para elegir a los beneficiarios, una depura-
ción de los listados y la entrega tanto de abonos químicos como orgánicos, según la región del país.26 
Sin embargo, persiste la pregunta si este programa sirve más a las familias necesitadas o a las empresas 
distribuidoras y si no hay mejor manera de invertir los recursos para generar los resultados esperados.

Adicionalmente, no se ha atendido una demanda de varias organizaciones indígenas y campesi-
nas que plantea que paulatinamente el MAGA promueva la producción y uso de abonos orgánicos.

3.3. Programa de Arrendamiento de Tierras

El Programa de Arrendamiento fue creado en el año 2004, como un tercer eje del Fondo de Tierras, con 
el objetivo de contribuir a la seguridad alimentaria de las familias rurales, mediante el otorgamiento 
de un crédito blando y un subsidio para la renta de tierras o, en su defecto, a la compra de insumos 
para apoyar el inicio de la siembra. El préstamo debe pagarse en el transcurso de un año. Dado que 
no se trata de un programa gubernamental (el FONTIERRAS es un ente autónomo), no sufrió cambio 
de nombre en este período gubernamental.

Selección de usuarios y usuarias

El Programa de Arrendamiento tiene aplicación casi universal en el nivel territorial y focaliza hogares. 
Los criterios de focalización de usuarios y usuarias no quedan muy claros. En principio califican per-
sonas que no tienen tierra o tienen tierra insuficiente, y generalmente se manejan por organizaciones 
acompañantes, siendo éstas organizaciones campesinas, organizaciones locales o también organiza-
ciones comunitarias. La selección se da con base en la demanda de las organizaciones acompañantes 
y no responde a criterios socio-económicos. Si bien una función de los supervisores de campo es 
depurar los listados, en caso encuentren personas sin necesidad, es una tarea poco realista pues solo 
existen 6 supervisores para alrededor de 65 mil usuarios del programa. Suele haber poca información 
en las comunidades sobre las razones de la inclusión de algunas u otras  familias: “son las mismas 
personas con las que trabajan siempre, no incluyen nuevas familias” TSM San Pedro Carchá. 

Desde hace dos años, la mayoría de los créditos son otorgados a las mujeres, con tendencia cre-
ciente, bajo la suposición que son mejores administradoras y pagadoras de los créditos.27 
                                                                                                      

      

26	 Siglo XXI, 10/08/12.
27	 Entrevista con José González, Coordinador Programa de Arrendamiento de FONTIERRAS, enero de 2013.
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Gráfica 3
Participación de hombres y mujeres en el Programa de Arrendamiento

Fuente: Elaboración propia con datos del FONTIERRAS.

Número de usuarios/as

El número de usuarios y usuarias del programa ha mostrado un crecimiento de cobertura constante, 
con la excepción del año 2009 (en 2008 se había dado un aumento fuerte, producto de la crisis ali-
mentaria que se pensaba solucionar con los créditos del arrendamiento). En el año 2012 nuevamente se 
alcanzó el número del 2008 y con ello una cobertura significativamente mayor que en años anteriores.

Gráfica 4
Número de usuarios y usuarias del Programa de Arrendamiento
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Fuente: Elaboración propia con datos del FONTIERRAS.
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Monto otorgado

Desde el inicio del programa los montos, tanto totales como las proporciones de préstamo y subsidio, 
así como los tipos de subsidio han variado (Cuadro 4).

Cuadro 4
Programa de arrendamiento de tierras: crédito, subsidio y total por beneficiario

Años 2004-2012
-Quetzales-

Año Crédito Subsidio Insumos Total

2004 1000 1300 700 3000
2005 1300 500 700 2500
2006 1500 500 0 2000
2007 2000 0 0 2000
2008 2000 500 0 2500
2009 1700 300* 0 2000
2010 1700 300* 210 2210
2011 1830 0 380 2210
2012 1530 300* 380 2210

Gráfica 5
Proporción de crédito y subsidio del monto total

Años 2004-2012
-Quetzales-

Fuente: Elaboración propia con base en Gauster et al. y datos proporcionados por FONTIERRAS
*/Por pago puntual (pronto pago).
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Impacto

Dada la falta de un sistema de créditos accesibles para campesinos y campesinas sin tierra, el prés-
tamo blando del arrendamiento representa una buena opción para las familias campesinas pobres 
con necesidad de capital para potenciar su siembra. Según el coordinador del programa, con unos 
100,000 créditos, el programa podría responder a la demanda actual. Así que la actual cobertura cubre 
buena parte de la demanda (alrededor del 75 por ciento). Sin embargo, los problemas de selección 
persisten y aún hay una cartera morosa del 30 por ciento, según FONTIERRAS,28 por un manejo poco 
transparente de algunas organizaciones acompañantes.29 

Por otro lado, el crecimiento del programa de arrendamiento, en sus inicios presentado como 
un programa de acceso a la tierra (aunque ahora ya está reconocido como un programa de crédito, 
incluso para fines no agrícolas30), ha socavado el único programa existente para el verdadero acceso 
a la tierra. Hasta el inicio del arrendamiento, el programa de compra-venta de FONTIERRAS, si bien 
con presupuestos modestos, tuvo operaciones significativas. Después de un decrecimiento permanente 
de ese presupuesto, llegó en 2012 a no comprar ni una sola finca.

Gráfica 6
Presupuesto arrendamiento y compra-venta 

Años 2004 – 2012
-Quetzales–

3.4 El Triángulo de la Dignidad:

El Triángulo de la Dignidad es el único programa productivo-social nuevo que presentó este Gobier-
no. Ejecutado por el MAGA por medio del fideicomiso de FONTIERRAS fue inicialmente planteado 
como una estrategia que vinculaba capital semilla, asistencia técnica para la producción de alimentos 
básicos (maíz, frijol, arroz, también incluye ajonjolí y cardamomo) y la compra de excedentes por el 
Estado a un precio garantizado para la creación de reservas alimentarias nacionales. 

28	 Idem.
29	 Para el futuro (2013 – 2016) se busca una participación de cuatro años de los mismos usuarios y usuarias. Se pretende vincular 

el arrendamiento para 75,000 familias con asistencia técnica, para generar un cambio de actitud (en la siembra), y que el grupo 
quede pre-calificado para acceso (a la tierra).

30	 Entrevista con José González, Coordinador del Programa de Arrendamiento FONTIERRAS.
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Finalmente el programa quedó reducido a la dotación de préstamos blandos y asistencia técnica, 
iniciando tarde la asistencia técnica por medio del Sistema Nacional de Extensión Rural (SNER), por la 
misma rotación completa del personal ya formado que sufrió la mayoría de los programas (los nuevos 
equipos empezaron a formarse en agosto/septiembre de 2012).

Selección de usuarios

A diferencia del programa de arrendamiento que se dirige a productores de infra subsistencia que no 
cuentan con tierra propia, la dotación del crédito del Triángulo está dirigido a personas poseedoras 
o propietarias de tierra que ya produzcan alimentos y que puedan potenciar su producción en una 
manzana más de terreno. Fueron aprobados 50,500 créditos (de 56,515 planificados) en Petén, la 
Franja Transversal del Norte, el valle del Polochic, el valle del Motagua, el valle de San Jerónimo, la 
región de los Huistas y las zonas frijoleras en oriente y centro del país. Este programa no aplica en 
laderas y zonas pedregosas.31

En 2012 hubo solicitudes de CONIC, CNOC, Alianza Campesina, y otras organizaciones campe-
sinas, sin embargo, no fueron aprobadas estas solicitudes colectivas, debido a que “intentamos evitar 
los grupos intermediarios, preferimos que los promotores y extensionistas identifiquen a las personas 
que lo necesitan.”32

Lo anterior provocó inconformidad en organizaciones campesinas CONDEG, como miembro de 
CNOC, solicitó 2,800 créditos del Triángulo para y ninguno fue aprobado.”33

El programa se plantea una meta para 2015 de 150,000 usuarios y usuarias, cantidad de produc-
tores que de acuerdo con el MAGA es la que puede requerir de este programa.

Características del crédito

El crédito tiene un monto de Q 3,000, fiduciario y sin intereses, los cuales deben ser usados para 
compra de semilla certificada (ICTA) o agroservicios, agroquímicos y gastos por desgranado. Origi-
nalmente contemplaba recursos para seguro agrícola, pero a la fecha no se está llevando a cabo. Para 
el año 2013 este Programa tiene asignados Q 186 millones.

Un componente clave del programa, la compra de granos por el Estado (cada productor debía 
entregar 20 quintales de granos a un precio de Q 150.00) para la creación de reservas alimentarias 
nacionales, fue descartado “debido a la debilidad del Estado para acopiar alimentos, puesto que no 
cuenta con la estructura necesaria”34. En efecto, INDECA solamente tiene capacidad para acopiar 300 
mil quintales de granos, y el Triángulo se plantea producir 1,200,000 quintales por cosecha (dos por 
año), lo cual evita que se realice la acción fundamental e innovadora del Programa. 

Además, las normas del Estado plantean que solamente puede comprar a personas o empresas que 
cuenten con Registro Tributario Unificado (RTU), lo cual solamente permitía comprar a los coyotes o 
intermediarios. Por esta razón, el MAGA ahora plantea el fortalecimiento de la capacidad de nego-
ciación de los grupos campesinos y  organiza “mesas de negocios” entre estos y las grandes empresas 
alimentarias transnacionales (MASECA, MINSA), además de dotarlos con información de mercados.

31	 Entrevista con Vinicio Arreaga, Coordinador del Programa Triángulo de la Dignidad, MAGA, diciembre de 2012.
32	 Idem.
33	 Entrevista con Miguel Ixcal, dirigente de CNOC, enero de 2012.
34	 Idem.



28  /  El Plan Hambre Cero y la reactivación de la economía campesina en Guatemala

Mecanismo de ejecución del programa

El Triángulo de la Dignidad se ejecuta mediante el fideicomiso “FONTIERRAS/Acuerdos de Paz” por 
ser un ente descentralizado del MAGA que tiene autonomía funcional y puede otorgar créditos indi-
viduales o grupales. Del acuerdo al Convenio interinstitucional establecido, FONTIERRAS maneja lo 
relativo al crédito y el MAGA la asistencia técnica. La unidad ejecutora consta de 8 personas y para 
la asistencia técnica emplean a 70 extensionistas agrícolas contratados por el MAGA.

4. La propuesta del gobierno:  
La Estrategia de las Dos Puertas

Lo anterior (priorizar la facilitación de mesas de negocios ante el establecimiento de reservas ali-
mentarias públicas para la seguridad alimentaria) o la promoción de abonos químicos ejemplifica 
los dilemas y contradicciones, a las cuales se ve enfrentado el Gobierno actual de cara al reto de 
dinamizar la economía campesina.

La Política Nacional de Desarrollo Rural Integral (PNDRI) –vigente por Acuerdo gubernativo 
196 2009– plantea 10 políticas sectoriales en las cuales el Estado debe actuar para avanzar hacia el 
mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y –como efecto directo- también de 
las poblaciones urbanas. Estas áreas de política son: 1. Política Agraria; 2. Política Agrícola, Pecua-
ria, Forestal e Hidrobiológica; Política Económica; 4. Política Social; 5. Política Laboral; 6. Política 
de participación social y desarrollo político; 7. Política de reducción de vulnerabilidad y gestión de 
riesgo; 8. Política de Soberanía Alimentaria y SAN; 9. Política Cultural y 10. Política Socio Ambiental. 

A las 10 políticas originalmente planteadas el PP agrega la Política de Equidad de Género, que 
plantea “el empoderamiento económico de las mujeres, con lo cual se estará potenciando positiva-
mente el impacto de esta política en el combate a la pobreza y el impulso del desarrollo rural integral”.

Ante lo ambicioso de la PNDRI, el Gobierno del PP declara que “no puede abordarlas todas a 
la vez”35 por lo que promoverá acciones en dos direcciones: a) Promoción de la Inversión privada 
en territorios rurales y b) Programa de Reactivación de la Economía Campesina. “Lo que hacemos 
es acotar lo que el gobierno realmente puede hacer con los recursos que actualmente tiene y que 
son limitados.”36 Esto es lo que se conoce como la “Estrategia de las Dos Puertas” y consiste en las 
siguientes propuestas:                                                                                                      

35	 Plan para Activar y adecuar la Política Nacional de Desarrollo Rural Integral, Acuerdo Gubernativo No. 196-2009, Gobierno de 
Guatemala, 2012.

36	 Entrevista ADRI-Adrián Zapata, Comisionado Presidencial para el Desarrollo Rural Integral, octubre de 2012.
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4.1 Promoción de la Inversión Privada en Territorios Rurales:

Se expresa en el “Marco General de Política para la Promoción de la Inversión Privada en Territorios 
Rurales”37. Establece la Comisión Presidencial de Promoción de la Inversión Privada en Territorios 
Rurales coordinada por el Comisionado Presidencial para el DRI y conformada por MAGA, MINTRAB, 
MINECO, MICIVI, MINFIN, MCD, MEM, MARN, SAA y el Comisionado Presidencial para la Compe-
titividad y la Inversión (Juan Carlos Paiz). En el marco conceptual de este documento se plantea que 
“Como instrumento político que orienta las acciones de gobierno… propone una serie de criterios, ad 
hoc a la realidad nacional, para promover la inversión privada en territorios rurales, particularmente 
de aquellas con impacto económico, ambiental y social significativos. Todo esto en consideración al 
reconocimiento previo que la inversión privada es fundamental para mejorar las condiciones de vida 
de la población rural y nacional, en general.”

Establece cinco criterios para promover el desarrollo sostenible en el área rural:

1.	 Estado de Derecho y certeza jurídica

2.	 Sostenibilidad ambiental

3.	 Equidad Social: Esta plantea, entre otros, que el gasto y la inversión en el área rural deberán 
ser claramente identificados  en los distintos renglones del Presupuesto de la Nación y deberá 
cumplir con la implementación de los demás instrumentos de transparencia del gobierno, 
como el Sistema Nacional de Inversión Pública, el Sistema Integrado de Inversión Financie-
ra –SIAF- y el Sistema Integrado de Adquisiciones Guatecompras, entre otros, que permitan 
asegurar y transparentar (sic) la coherencia estratégica de inversiones y la eficiencia y calidad 
del gasto en el área rural.”

4.	 Respeto a la multiculturalidad.

5.	 Alcances y límites de la competitividad para la búsqueda de la inversión privada en los terri-
torios rurales

Si bien esta Puerta se plantea como respetuosa de los procesos y decisiones comunitarias, acota  
su alcance al establecer que “la participación y consulta debe hacerse de buena fe, con el objetivo 
de llegar a acuerdos concibiéndola como un mecanismo para garantizar la retroalimentación de las 
decisiones gubernamentales.”38  Además plantea que el Gobierno estudia y propone tres mecanismos 
de participación y consulta, según sea pertinente: Consulta según el Convenio 169; utilizar la norma 
establecida en la Ley de Consejos de Desarrollo Urbano y Rural; y utilizar la norma establecida en 
el Código Municipal.

Hay dudas acerca de la continuidad del funcionamiento de la Comisión Presidencial de Promoción 
de la inversión Privada en Territorios Rurales (CPPIPTR) dado que la Comisión Presidencial de DRI, 
quien coordinaba este espacio, fue clausurada.

37	 Gobierno de la República, 2012.
38	 Marco General de Política para la Promoción de la Inversión Privada en Territorios Rurales, Gobierno de Guatemala, 2012. Las 

cursivas son nuestras.
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4.2	Programa de Agricultura Familiar para el Fortalecimiento de la Economía Campesina 
(PAFFEC 2012-2015):

Este Programa fue elaborado por el MAGA con apoyo de la FAO. El PAFFEC surge “para dar respuestas 
integrales a las prioridades nacionales –tales como el desarrollo rural y las urgencias nacionales de-
finidas en el Pacto Hambre Cero –y activar y adecuar la PNDRI. Por lo tanto el programa tiene como 
población meta/priorizada a los habitantes del área rural que hacen agricultura familiar en condiciones 
de pobreza y pobreza extrema, condiciones que se asocian con los mayores resultados del índice de 
vulnerabilidad a la inseguridad alimentaria y desnutrición crónica”.39

El programa pretende contribuir con la meta nacional de Plan Hambre Cero a reducir en 10% la 
desnutrición crónica, en un 10% la pobreza general y en un 5% la pobreza extrema en el campo. Para 
ello se plantea mejorar los sistemas de producción, la disponibilidad, acceso y consumo de alimentos 
en la economía campesina. 

Los hogares agropecuarios que se priorizarán en este plan asciende a 790,671, de los cuales 
105,856 se encuentran en infrasubsistencia; 513,395 de susbsistencia y 171,420 excedentarios. Para 
alcanzar las metas anteriores el programa se propone atender a un estimado anual de 160,000 familias: 
100,000 de infrasubsistencia; 45,700 de subsistencia y 12,500 excendentarias.

EL programa asume inicialmente los mismos criterios de priorización del PHC, iniciando con 
166 municipios, sin embargo, el MAGA se propone en el 2015 la cobertura nacional en los hogares 
agropecuarios priorizados por incidencia de pobreza y que hacen agricultura familiar.

 El PAFFEC 2012-2015 plantea tres ejes estratégicos: 1. Incremento sostenible de la producción 
familiar campesina para la seguridad alimentaria; 2. Acceso a mercados e inclusión en cadenas de 
valor; 3. Desarrollo institucional para la agricultura familiar.

El PAFFEC 2013-2015 tiene un costo estimado de Q,1,621,139,048 para el total del período. 
Sin embargo, para el 2013 solamente tiene asignados Q 100 millones a los cuales se suman los Q 
70,241,601 del programa de extensión rural. Una cantidad inferior a los Q 400 millones anunciados 
por el gobierno. Esto significa, en la práctica, reducir la cobertura geográfica y el número de familias 
cubiertas.

Al analizar estas dos estrategias se ve que el propósito de lograr la seguridad alimentaria (mediante 
el PHC y, en términos de política rural, mediante el PAFFEC) solo es una de varias apuestas del Go-
bierno –complementarias según el Gobierno, pero en realidad contradictorias–. 

Una estrategia se centra en las necesidades del ser humano – la otra en los intereses de la empresa 
privada. Una busca fortalecer los medios de vida de la población rural empobrecida - la otra busca 
quitarle esos medios por fines de “competitividad” y necesidades del capital. Una dirije la inversión 
pública en la población empobrecida –la otra la canaliza en forma de subsidios y/o ventajas fiscales 
hacia la industria.

Esta lista se puede prolongar más – lo que es evidente es que la falta de una decisión firme y co-
herente, y el querer dejar abiertas las “dos puertas” (eufemísticamente por “todas las puertas”, debilita 
cualquier acción orientada a combatir el hambre.

Al afectar los territorios de comunidades indígenas y campesinas con minería extractiva conta-
minante, monocultivos y megaproyectos se ha puesto en grave peligro la vida de cientos de miles de 
personas. Se han irrespetado los resultados de casi 60 consultas comunitarias y la decisión de casi 2 
millones de personas que se han manifestado en contra de estas actividades en sus territorios.

39	  PAFFEC 2012-1015, MAGA.
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Conclusiones y
 recomendaciones

Entendemos por mito, de acuerdo al Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española (DRAE), 
a la “Persona o cosa a las que se atribuyen cualidades o excelencias que no tienen, o bien una rea-
lidad de la que carecen.”  Esto es lo que han sido el Pacto y el Plan Hambre Cero hasta la fecha. En 
general el primer año de gobierno estuvo principalmente orientado a rearmar equipos (contrataciones, 
capacitaciones) debido al despido de mandos altos, medios y operativos, un problema general de 
la política pública que en este Gobierno se ha repetido: se desechan capacidades ya creadas lo que 
dificulta el arranque y tiene un alto costo para el Estado.

Con esa práctica difícilmente pueden alcanzarse resultados satisfactorios. Nuestro interés se cen-
tra en que las políticas públicas funcionen y cumplan con sus objetivos, principalmente cuando se 
refieren al beneficio de la mayoría de la población. Por eso contrastamos el planteamiento teórico y 
matricial del Plan Hambre Cero con la realidad concreta en su ejecución para señalar aciertos, debi-
lidades, correctivos y reorientaciones que podrían mejorar la direccionalidad de la inversión pública 
en aspectos sociales.

Un aspecto positivo del PHC es haber colocado con mayor intensidad en la agenda pública y en 
los medios masivos de comunicación la problemática del hambre y la desnutrición y la necesidad 
de abordarla urgentemente. Además, se han retomado planes y estrategias elaboradas anteriormente 
y se busca fortalecer la institucionalidad existente para este fin. Sin embargo, los aportes novedosos 
son escasos.

La Ventana de los Mil Días, programa principal del PHC, no ha traído los resultados esperados: La 
desnutrición ha crecido en este primer año del PHC. Tanto la muerte por hambre como la desnutrición 
aguda en menores de cinco años (crecimiento de 10,996 casos en 2011 a 13,513 en 2012); subieron 
significativamente y por primera vez tras años de mostrar una tendencia a la baja.

Los programas de fortalecimiento a la agricultura campesina, incluidos en la parte de “viabilidad 
y sostenibilidad” del PHC, continúan con la lógica anterior. En ninguno de los programas se observa 
algún cambio que visualice su relación con o su interación al PHC. Por ejemplo la focalización no 
responde a los criterios de focalización del PHC (166 municipios más vulnerables a la Inseguridad 
Alimentaria). Parece que los programas únicamente cambiaron de nombre, pero no de enfoque, por 
lo cual su presentación como pilares fundamentales del PHC es ajena a la realidad, pues con o sin 
PHC estos programas persistirían.  

El único programa nuevo en el componente de “viabilidad y sostenibilidad” del PHC (y del forta-
lecimiento de la economía campesina) es el Triángulo de la Dignidad, programa dirigido a potenciar 
la producción de granos básicos. Dado que finalmente quedó fuera del programa la compra de granos 
para la creación de reservas alimentarias, queda parecido al ProMaíz, programa implementado en los 
inicios del gobierno anterior cuyo impacto quedó limitado, por lo cual pronto fue eliminado.
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La mayoría de los programas (Arrendamiento, Programa de Fertilizantes o “Mi Cosecha Segura” 
y el Triángulo de la Dignidad como programa nuevo) han aumentado cobertura respecto de años 
anteriores. Sin embargo, en la mayoría de los programas no hay criterios claros para la selección 
de las y los usuarios del programa. Eso no solamente afecta el impacto del programa, dado que no 
se cubre a la población más necesitada, sino genera inconformidad, malos entendidos y conflictos 
manifiestos y latentes en las comunidades. Aún no hay consciencia sobre los “efectos adversos” que 
la implementación de un programa pueda traer. La combinación de una selección poco adecuada 
y los efectos adversos descritos pueden provocar que la población meta (las y los más necesitados) 
resulten en peores condiciones que sin la ejecución de dichos programas.

Se dejó de lado la estrategia de retomar la capacidad del Estado para acopiar alimentos; en lugar 
de ello el MAGA organiza “mesas de negocios” con las grandes empresas alimentarias transnacionales, 
lo cual profundiza la estrategia de mercantilización de las reservas alimentarias, y le veda al Estado 
la posibilidad de actuar en momentos de crisis, lo cual en estos tiempos de inestabilidad de precios 
es más estratégica que nunca.

Siendo que el discurso y los planes de apoyo desde el MAGA a las economías campesinas plantean 
como columna vertebral de estas economías a la agricultura familiar se hace necesario que el enfoque 
de intervención aplique conocimientos y prácticas de la agricultura sustentable y la agroecología, 
como formas de producir social e ambientalmente adecuadas.

 Si bien el PHC menciona como uno de sus principios la “participación comunitaria”, que explicita 
como la promoción de la participación activa de los diferentes actores sociales en el PHC, desde la 
planificación hasta la ejecución, monitoreo y evaluación (SESAN 2012:13), en los programas analiza-
dos no se ha dado tal participación.

Falta información y difusión sobre los programas, los criterios de selección (cuando existen), el 
cómo acceder a un programa, montos, periodicidad, responsables operativos, etc. Eso da lugar a la 
manipulación política y genera rumores y malos entendidos, que igual que la selección inadecuada 
de usuarios y usuarias puede generar conflictos en las comunidades.

Las mujeres cada vez más van siendo incorporadas como destinatarias de las políticas públicas, 
dado que se consideran mejores administradoras de los recursos. Sin embargo, debe analizar cuida-
dosamente el papel que se les asigna. El calificar y considerarlas como “agentes de cambio” no es 
suficiente para generar relaciones de poder menos desfavorables para las mujeres. De hecho las nuevas 
responsabilidades no van acompañadas de medidas que alivien el peso de la labor reproductiva, por 
lo que les puede resultar una carga más, sin generar mayores libertades.

Es necesario que la institucionalidad pública formule e incorpore a su actuar estrategias de género 
que contemplen las diferentes dimensiones de la discriminación y exclusión de las mujeres para lograr 
mayor libertad, equidad y justicia.

Persiste una alta politización de los programas. El manejo clientelar y partidario ha sido una de-
nuncia constante en los programas analizados, llegando al extremo que sean algunos secretarios gene-
rales municipales o departamentales y diputados quienes manejan los programas y listas de usuarios.

Los programas de transferencias monetarias condicionadas para ser efectivos deben ser permanentes 
y constantes en el tiempo, algo que no sucede en Guatemala. Estos programas deben ser claramente 
institucionalizados, dejando de lado factores políticos, si pretenden tener el impacto que se proponen.

El debate de fondo lo constituye la visión del desarrollo impulsada por el gobierno por medio de 
la estrategia de las  dos puertas –apoyo a la economía campesina y promoción de inversiones priva-
das en territorios rurales,  puesto que hasta el momento han mostrado ser contradictorias. Promover 
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la economía campesina en territorios que están siendo afectados en sus formas de vida por inversión 
privada –nacional y extranjera– que se expresa en megaproyectos, monocultivos, minería contaminante 
y otros, es complicado, por no decir una tarea imposible. 

En ese sentido, no debemos perder de vista, que la inseguridad alimentaria y nutricional no son 
una enfermedad y que no se puede resolver bajo los mismos parámetros de exclusión, discriminación 
y acceso desigual a los medios de producción que la han generado. Sin entender su carácter estructural 
y sin una estrategia coherente y clara, con todos los esfuerzos públicos dirigidos hacia el combate a 
la desnutrición, no se podrá avanzar. Al tener una estrategia paralela –promoción de la inversión en 
territorios rurales- que socava los esfuerzos dirigidos al combate de la desnutrición, el Pacto y el Plan 
Hambre Cero resultarán en actos demagógicos.

Para avanzar con en el combate del hambre y la desnutrición y en la ruta del desarrollo rural es 
necesario, entre otros elementos, implementar plenamente la PNDRI, dotándola de recursos presu-
puestarios; y la aprobación por parte del Congreso de la República de la iniciativa 40-84 Ley del 
Sistema Nacional de Desarrollo Rural Integral, lo cual dotará al Estado de mayores facultades para el 
logro de dichos propósitos.
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